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ADMISIBILIDAD

COMUNIDAD INDÍGENA MAHO

SURINAM
19 de marzo de 2013
I.
RESUMEN
1. El 16 de diciembre de 2009, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión Interamericana” o ”CIDH“) recibió una denuncia presentada por la Comunidad Indígena Kaliña de Maho y Association of Indigenous Village Leaders in Suriname
 (en adelante “peticionarios“) en contra del Estado de Surinam (en adelante ”Estado“ o ”Surinam“) por presuntas violaciones de los artículos 3, 4.1, 5.1, 13, 21 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante ”Convención Americana“ o “Convención”), en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de la Comunidad Indígena Kaliña de Maho y sus miembros (en adelante “Comunidad Indígena Maho”, “Comunidad Maho”, “Comunidad” o “presuntas víctimas”).
2. Los peticionarios alegan que la Comunidad Indígena Maho ha poseído y ocupado tradicionalmente sus tierras y territorios por miles de años, manteniendo una relación espiritual, cultural y de supervivencia física con sus tierras, territorios y recursos naturales y que la Comunidad tiene derechos ancestrales sobre sus tierras y territorios de acuerdo al derecho consuetudinario Kaliña.  Argumentan que en 1971, el Estado reservó nominalmente aproximadamente 65 hectáreas de tierra para uso de la Comunidad Maho, y a pesar de la reserva -la cual consideran insuficiente-, habría otorgado concesiones y permisos a terceros para explotar las tierras, territorios, y recursos naturales ocupados y utilizados tradicionalmente por la Comunidad. Indican que las alegadas violaciones que plantean en la presente petición habrían iniciado alrededor de 1991 y continuarían hasta la fecha, sin que el Estado tomara medidas para salvaguardar los derechos de las presuntas víctimas.  Alegan que como consecuencia, la población de la Comunidad se habría reducido drásticamente en los últimos años.  En cuanto al requisito de agotamiento de los recursos de jurisdicción interna, alegan que en Surinam no existen recursos internos disponibles para proteger los derechos de la Comunidad Maho.
3. El Estado, por su parte, alega que la petición deber ser declarada inadmisible porque la CIDH no tiene competencia ratione temporis y porque los hechos alegados no caracterizarían violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana. Alega que la Comunidad Maho se reubicó voluntariamente alrededor de 1960, y desde entonces abandonó la posesión tradicional que pudo haber tenido sobre las tierras y territorios más allá de las 65 hectáreas reservadas para ellos en 1971. Argumenta que la reubicación de los peticionarios en 1960 y los hechos subsecuentes contradicen cualquier reclamo de posesión tradicional más allá de las 65 hectáreas reservadas.
4. A la luz de los requisitos de admisibilidad establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, y sin prejuzgar sobre el fondo del caso, la CIDH concluye en el presente informe que la petición es admisible respecto de las presuntas violaciones de los artículos 3, 5.1, 13, 21 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 y 2 del mismo tratado. La Comisión decide, además, notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
5. La Comisión Interamericana recibió la petición el 16 de diciembre de 2009, y le asignó el número 1621-09. El 27 de octubre de 2010, la CIDH trasladó las partes pertinentes de la petición al Estado, solicitando que presentara su respuesta dentro del plazo de 2 meses, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.2 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (“Reglamento de la CIDH”). 
6. La CIDH recibió comunicaciones e información adicional de los peticionarios el 3 de febrero, 3 de mayo, 15 de julio, 3 de agosto, y 21 de septiembre de 2010, así como el 14 y 25 de marzo y 8 de abril de 2011, las cuales fueron debidamente trasladadas al Estado. Asimismo, la CIDH recibió correspondencia de Surinam el 9 de marzo y 13 de diciembre de 2010, y el 5 de febrero y 16 de mayo de 2011. Dicha correspondencia fue debidamente remitida a los peticionarios.
7. Además, el 4 de febrero de 2012, los peticionarios informaron a la CIDH que estarían interesados en intentar un proceso de solución amistosa.  Está comunicación fue trasladada al Estado el 6 de febrero de 2013, solicitando sus observaciones al respecto en un plazo de un mes.
Medidas Cautelares
8. El mismo día que presentaron su petición, los peticionarios también solicitaron a la CIDH que adoptara medidas cautelares para suspender las actividades de la fundación Mohsiro y del Sr. Baboelal o Baboeram en las tierras presuntamente ocupadas tradicionalmente por la comunidad Maho, en particular las actividades de tala, minería y explotación de otros recursos naturales.  La solicitud de medidas cautelares alegó que desde 1990, la fundación Stichting Mohsiro
 y otros grupos de terceros habrían invadido las 65 hectáreas que habían sido reservadas para la Comunidad Maho en 1971.  Asimismo, la solicitud alegó que en ocasiones, los invasores destruyen los cultivos de la comunidad y amenazan la integridad física de las presuntas víctimas. Indicaron que como resultado de estas acciones, la desaparición de la comunidad podría ser inminente. 
9. El 27 de octubre de 2010, la CIDH otorgó la medida cautelar No. 395-09 a favor de los habitantes de la Comunidad Indígena Maho.  Específicamente, solicitó al Estado que adopte las medidas necesarias para asegurar que la Comunidad Maho pueda sobrevivir en las 65 hectáreas que le han sido reservadas y que evite cualquier incursión de personas ajenas a la comunidad, hasta que la Comisión decida sobre el fondo de la petición.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES
A. Posición de los peticionarios
10. Los peticionarios alegan que la Comunidad Indígena Kaliña de Maho ha poseído y ocupado tradicionalmente sus tierras y territorios por miles de años y que su cultura e identidad han estado siempre estrechamente ligadas a sus tierras, territorios y recursos naturales. Indican que a mediados del siglo XX la mayoría de los miembros de la Comunidad Maho se reubicó tierra adentro, alejándose del río Saramaka, debido en parte a intervenciones del Estado o de terceros en su territorio, pero que siempre la Comunidad se habría mantenido dentro del territorio ancestral Kaliña.
11. Informan que en 1971 el Ministro de Desarrollo de Surinam reservó un área de 65 hectáreas para el uso de la Comunidad Maho, reserva que reconoció parte de las tierras tradicionalmente poseídas por la Comunidad, aunque no otorgó título legal, ni abarcó todas las tierras tradicionalmente ocupadas por la Comunidad. Indican que la Comunidad aún no tiene título legal de las 65 hectáreas reservadas por el Estado, siendo su estatus jurídico incierto.
12. Agregan que en 1991, el gobierno surinamés otorgó a la fundación Stichting Mohsiro un permiso para uso agrícola por tiempo indefinido sobre una zona de 171.5 hectáreas de tierras tradicionalmente ocupadas por la Comunidad Maho, área que incluía parte de las 65 hectáreas reservadas para la Comunidad en 1971.  Afirman que integrantes de Mohsiro, con el conocimiento, ayuda y/o aquiescencia del Estado, destruyeron parte de las tierras y territorios Maho, y amenazaron, intimidaron, y agredieron física y verbalmente a los integrantes de la Comunidad en varias ocasiones. Por ejemplo, denuncian que a mediados de 1997, integrantes de Mohsiro destruyeron un plantío de maíz de Cornelis Toenaé, líder de la Comunidad.  Ante el reclamo del afectado, él fue agredido y amenazado con arma de fuego con la ayuda de un hombre identificado por miembros de la Comunidad como policía. Informan que el Sr. Toenaé denunció los hechos a las autoridades estatales locales, pero no obtuvo respuesta.  Agregan que, en otra ocasión, Astrid Toenaé, hija del Sr. Cornelis Toenaé, fue aprehendida y detenida por ocho días por la policía, sin que hubiera cargos en su contra.  Aducen también que el 25 de marzo de 2009, Astrid Teonaé fue desplazada de supuestas tierras tradicionales Maho con el conocimiento de policías del Estado. Asimismo, denuncian otras agresiones y arbitrariedades, sin que hay habido respuesta o protección alguna por parte de las autoridades.
13. Explican que a pesar de que el permiso que Mohsiro habría obtenido originalmente especificaba que el terreno debería ser utilizado con fines de agricultura, no lo utilizó con esos fines, sino que lo usó para tala de bosque y minería.  Además, indican que en 2005 Mohsiro obtuvo la aprobación del Ministro de Recursos Naturales para convertir el permiso original de uso indefinido en un arrendamiento con opción de título, y más tarde para extender dicho arrendamiento por 40 años, el máximo permitido por la ley. Según los peticionarios, los integrantes de Mohsiro a menudo destruyen los cultivos de la familia Toenaé y otros miembros de la Comunidad Maho.  También denuncian que actividades de explotación de recursos naturales, como la minería de arena, se realizan dentro de su territorio con el conocimiento del Estado.
14. Asimismo denuncian que en 2008 el Estado otorgó al Sr. Baboelal (o Baboeram) un título de propiedad de tierras tradicionales de la Comunidad Maho, sin realizar una consulta previa.
15. Señalan que la Comunidad Indígena Maho no cuenta con servicios básicos, y su subsistencia depende de la agricultura, pesca, cacería y recolección de plantas y productos alimenticios silvestres.  Alegan que como consecuencia del actuar del Estado, la población de la Comunidad se ha reducido drásticamente en los últimos años. Según los peticionarios, a la fecha de presentación de la petición, la comunidad indígena de Maho contaría con aproximadamente 80 miembros pero que en virtud de su precaria situación, solamente 17 permanecerían en la localidad. Sin embargo, sostienen que los 80 miembros tendrían los derechos de uso y disfrute de las tierras tradicionales de la comunidad de acuerdo a su derecho consuetudinario.
16. Los peticionarios sostienen que el Estado de Surinam ha violado el derecho a la propiedad establecido en el artículo 21 de la Convención Americana. Alegan que la Corte Interamericana de Derechos Humanos (“Corte Interamericana”) ha reconocido en repetidas ocasiones el derecho colectivo a la propiedad de los pueblos indígenas sobre sus tierras y territorios, así como el derecho a la autodeterminación y a que se respete su derecho consuetudinario. Agregan que la situación de permisividad de facto que tolera actividades de minería y tala, incluso dentro de las 65 hectáreas supuestamente protegidas, sin el consentimiento previo e informado de la Comunidad Maho, constituye un incumplimiento del artículo 21 de la Convención
.
17. Los peticionarios también alegan que la falta de protección al derecho a sus tierras constituye una violación al derecho a la vida digna, contemplado en el artículo 4 de la Convención Americana, según la jurisprudencia de la Corte Interamericana. Según los peticionarios, la situación de acoso por parte de particulares y autoridades estatales, la destrucción de sus fuentes de subsistencia, y otras condiciones precarias de vida en que se encuentran las presuntas víctimas son atribuibles al Estado, y violatorias del artículo 4.  Argumentan también que la situación de sufrimiento y angustia a la que ha sido sometida la Comunidad constituye una violación del derecho al respeto a la integridad física, psíquica y moral, establecido en el artículo 5.1 de la Convención.
18. Agregan que las presuntas víctimas han solicitado al Estado información sobre quiénes han recibido títulos de propiedad sobre sus tierras tradicionales, pero el Estado no ha contestado sus peticiones. Según los peticionarios, esta falta de respuesta constituye una violación del derecho a la libertad de expresión consagrado en el artículo 13 de la Convención Americana, en particular el derecho a recibir información pública.
19. Señalan además que el derecho interno surinamés no reconoce la personalidad jurídica de la Comunidad Maho y, por tanto, ésta no puede gozar de sus derechos, entre ellos el derecho a la propiedad comunal.  Argumentan que según la jurisprudencia del sistema interamericano de derechos humanos la falta de reconocimiento jurídico de una comunidad indígena constituye una violación al artículo 3 de la Convención Americana.  De igual manera, alegan que Surinam no ha otorgado a la Comunidad Maho la protección judicial requerida por el artículo 25 de la Convención, al no promulgar leyes que protejan a la Comunidad de violaciones de derechos humanos y ofrezcan remedios para las mismas.
20. Sostienen que al no contar con leyes internas que permitan a la Comunidad Maho hacer valer sus derechos colectivos, Surinam viola los artículos 1 y 2 de la Convención Americana, en conexión con el derecho de la Comunidad Maho de poseer, controlar y utilizar sus tierras, territorios y recursos naturales tradicionales.
21. En respuesta al argumento del Estado de que los peticionarios se reubicaron voluntariamente y cortaron los lazos ancestrales que tenían con sus tierras, señalan que las reubicaciones ocasionales son tradicionales en la Comunidad Maho, y que siempre mantuvieron los lazos tradicionales con todo el territorio, no únicamente con las 65 hectáreas reservadas. Destacan que el propio Estado ha reconocido que la Comunidad Maho sufre violaciones de derechos humanos y adjuntan la traducción del acta de una reunión con el Ministro de Planeación Física y Gestión Forestal del 7 de mayo del 2008 que, sostienen, demuestra este reconocimiento
.
B. Posición del Estado
22. Surinam controvierte la admisibilidad de la petición argumentando que la Comisión Interamericana no tiene competencia ratione temporis, y que la petición no contiene alegatos que puedan establecer una violación de los derechos humanos citados en la petición.
23. Alega que los peticionarios voluntariamente abandonaron sus tierras ancestrales en 1960, y que a partir de entonces cortaron cualquier lazo ancestral que pudieron haber tenido con el área más allá de las 65 hectáreas reservadas en 1971. Sostiene que la aceptación de la Comunidad Maho de las 65 hectáreas confirmó esta situación.  Afirma que aún si la separación de la comunidad Maho de sus tierras o la reserva de las 65 hectáreas pudieran considerarse como una violación de los derechos de la Comunidad -lo cual rechaza- estos hechos ocurrieron en 1960 y 1971, respectivamente, años antes de que Surinam adhiriera la Convención Americana. Por ende, manifiesta que la CIDH no tendría competencia ratione temporis sobre el reclamo de los peticionarios.
24. Menciona los requisitos de la Comisión para declarar la admisibilidad de una petición, en particular el agotamiento de recursos internos, el plazo de presentación de la petición, y duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional.
25. Argumenta que la petición no presenta hechos que establezcan una violación de los derechos alegados, ya que no se alega que la Comunidad Maho haya tenido posesión tradicional sobre el área de su territorio más allá de las 65 hectáreas reservadas, ni que la Comunidad haya perdido dicha posesión tradicional en contra de su voluntad. Considera que esto es consistente con su postura de que cualquier posesión tradicional que pudo haber tenido la Comunidad Maho dejó de existir en 1960, cuando sus integrantes se reubicaron voluntariamente.  Argumenta que después que la comunidad se reubicó, dejó de tener posesión tradicional de gran parte de las tierras, y a partir de 1971 su posesión y uso se limitó al área de 65 hectáreas que fue reservada para ellos. Además, adjunta copias de mapas de la zona que datan de los siglos XVIII y XIX y que, según el Estado, demostrarían que gran parte del territorio que la Comunidad Maho reclama como suyo había sido planeado para uso de cultivo desde el siglo XIX por ciudadanos holandeses dueños de plantíos en la región.  El Estado también sostiene que los terceros que han realizado actividades en los territorios que ahora reclama la Comunidad Maho tienen título legítimo de sus tierras de conformidad con el derecho interno surinamés.
26. Afirma que las 65 hectáreas reservadas para la Comunidad Maho en 1971 son suficientes para que sus integrantes realicen las actividades de las cuales derivan su subsistencia y para preservar su cultura. Informa que en 1971 no se otorgó título a la Comunidad porque la ley no permitía la titulación comunitaria.  Indica que los peticionarios no definen con precisión el territorio con el cuál presuntamente la Comunidad tiene lazos ancestrales. Indica que con la reubicación voluntaria, los miembros de la Comunidad cedieron los derechos tradicionales que pudieron haber tenido sobre el área fuera de las 65 hectáreas, y éstos han prescrito con el paso del tiempo. Informa que las tierras que la Comunidad reclama han sido utilizadas para el cultivo y otras actividades económicas no indígenas por años.
27. También alega que el derecho que la Comunidad Maho pueda tener sobre su territorio se desprende de un acto del Estado (la reserva de 65 hectáreas en 1971), y no de su posesión tradicional o ancestral.  Agrega que los peticionarios solamente se quejaron de que su supuesto territorio estaba siendo invadido 30 años después de que se reubicaron. Además, sus quejas se enfocan en el área afuera de las 65 hectáreas reservadas, sobre la cual la Comunidad Maho ya no tiene posesión tradicional. Alega que las peticiones que realizó el Sr. Cornelis Toenaé en 1993 y 1995 para que el área reservada se extendiera fueron rechazadas conforme a derecho.
28. Surinam asegura que los derechos de la Comunidad Maho sobre el área reservada de 65 hectáreas han sido y siguen siendo respetados y protegidos íntegramente. Resalta que la situación de tensión en la zona ha sido causada por el Sr. Cornelis Toenaé, a quien describe como una persona beligerante y agresiva, que no respeta la autoridad tradicional ni estatal.  Argumenta que la Comisión Interamericana reconoció el mérito de los argumentos del Estado al otorgar medidas cautelares solamente sobre el área de 65 hectáreas.
29. En cuanto a la alegada reducción en el número de integrantes de la comunidad, el Estado sostiene que sería porque simplemente algunas personas se habrían mudado fuera de la comunidad, y las únicas que quedarían serían familiares directos del Sr. Cornelis Toenaé.
IV. ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
30. Los requisitos que determinan la competencia de la CIDH y la admisibilidad de una petición se encuentran en los artículos 44 a 47 de la Convención Americana. A continuación se analiza cada uno de estos requisitos procesales.
A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae
31. Los peticionarios están facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión Interamericana. La petición señala como presuntas víctimas a la Comunidad Indígena Maho y a sus aproximadamente ochenta integrantes
, respecto de quienes el Estado de Surinam se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Surinam es un Estado parte en la Convención Americana desde el 12 de noviembre de 1987, fecha en la que depositó su instrumento de adhesión. Por consiguiente, la Comisión tiene competencia ratione personae para conocer la petición.
32. De igual forma, la Comisión tiene competencia ratione loci para examinar la petición, toda vez que en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Surinam, Estado parte a la Convención. La Comisión también tiene competencia ratione materiae en este caso, en tanto la petición alega la posible violación de derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
33. El Estado alega que la Comisión no tiene competencia ratione temporis. Los peticionarios por su parte alegan que el Estado de Surinam habría  violado los derechos con actos y omisiones que ocurridos a partir de 1991, y algunos de los cuáles supuestamente continúan hasta la fecha. Estos hechos tuvieron lugar después de que Surinam adhirió a la Convención Americana, en 1987. Los hechos citados por el Estado, que presuntamente sucedieron en 1960 y 1971, son pertinentes para una de las defensas aducidas por el Estado, más no directamente para las supuestas violaciones que los peticionarios alegan. Por lo tanto, la Comisión considera que tiene competencia ratione temporis para conocer de los hechos alegados en la petición.
B. Otros requisitos para la admisibilidad de la petición
1. Agotamiento de los recursos internos
34. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.
35. Los peticionarios alegan en primer lugar que en Surinam no existen recursos internos disponibles para proteger los derechos de la Comunidad Maho. Manifiestan que la CIDH y la Corte Interamericana reconocieron la falta de recursos internos adecuados para vindicar los derechos de las comunidades indígenas en el Caso del Pueblo Saramaka v. Surinam, y que nada ha cambiado desde el fallo en ese caso. Por lo tanto, solicitan la aplicación de la excepción del Artículo 46.2 de la Convención Americana, al no existir legislación interna surinamés para la protección de los derechos que se alega que han sido violados.
36. En segundo lugar, agregan que ante la falta de recursos adecuados para salvaguardar sus derechos, han presentado cuatro recursos constitucionales de petición ante las autoridades de acuerdo con el artículo 22 de la Constitución de 1987 de Surinam. Explican que presentaron un recurso el 2 de noviembre de 2007 ante la Oficina del Presidente de Surinam, pidiendo que se revocara el permiso otorgado a Stichting Moshiro y que se detuviera la destrucción de sus plantíos. Alegan que después interpusieron dos recursos el 30 de enero de 2009—uno ante la Oficina del Presidente y otro ante el Ministerio de Planeación Física y Gestión Forestal—mediante los que denunciaron que el Sr. Baboelal estaba ocupando las tierras ancestrales de la Comunidad. Por último, presentaron otro recurso de petición el 19 de febrero de 2009 ante el Ministerio de Planeación Física y Gestión Forestal, pidiendo que se respetaran sus derechos sobre sus tierras, ya que el Sr. Baboelal había instalado una guardia armada en la zona y estaba impidiendo el libre tránsito a los integrantes de la comunidad Maho. Manifiestan que el Estado no ha respondido formalmente a ninguno de estos recursos de petición, y aunque se realizaron algunas reuniones informales con las autoridades en 2007 y 2008 para discutir la problemática, éstas no han resuelto la situación de las presuntas víctimas.
37. En su escrito de respuesta, Surinam hace referencia al requisito del agotamiento de los recursos internos, sin expandir sobre su aplicabilidad a este caso. El Estado no controvierte la falta de respuesta a los recursos constitucionales de petición que habrían interpuesto los peticionarios.
38. La Corte Interamericana ha explicado que cuando un Estado presenta la excepción de no agotamiento de recursos internos, éste debe especificar los recursos internos que aún no se han agotado y demostrar que estos recursos son aplicables y efectivos
. En este caso, Surinam no especifica cuáles recursos internos aún no han sido agotados, y los peticionarios alegan que no existen recursos internos adecuados y efectivos para proteger los derechos humanos de la Comunidad Maho
. Por lo tanto, la CIDH decide que, para fines de la admisibilidad de la petición en esta instancia procesal, los peticionarios cumplen con los requisitos del artículo 46 de la Convención Americana, de conformidad con el artículo 46.2.a del mismo tratado.
39. En cuanto a la posible violación del artículo 13, la CIDH observa que los peticionarios realizaron varias peticiones de información al Estado, a las cuales alegan que el Estado no respondió. También alegan que no existe en Surinam un mecanismo jurídico para obligar al Estado a revelar información pública. El Estado no controvirtió estas aseveraciones. En vista de estas alegaciones, y ante la ausencia de información que indique que existan recursos internos adecuados, la Comisión decide, para los fines de admisibilidad, aplicar la excepción contenida en el Artículo 46.2.a de la Convención.
2. Plazo de presentación de la petición
40. El artículo 46.1.b de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión, se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que los presuntos lesionados en sus derechos hayan sido notificado de la decisión definitiva por parte del Estado. En el presente análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46.2.a de la Convención Americana.  El artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en que resulten aplicables dichas excepciones, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.
41. El Estado de Surinam hace referencia al requisito del plazo de presentación de la petición, pero no expande sobre si, desde su punto de vista, los peticionarios han cumplido o no con dicho plazo en este caso.
42. La petición fue recibida por la CIDH el 16 de diciembre de 2009.  Los peticionarios alegan violaciones a sus derechos que presuntamente vienen ocurriendo continuamente desde 1991, y el incidente más reciente se habría presentado el 25 de marzo de 2009, cuando Astrid Teonaé, integrante de la comunidad Maho, habría sido desplazada de supuestas tierras tradicionales Maho con el conocimiento de agentes policiales del Estado. Además, durante el período en que habrían ocurrido las presuntas violaciones, los integrantes de la Comunidad Maho alegan que habrían realizado varias peticiones formales al Presidente y a algunos Ministros de Surinam, sin obtener respuesta. La Comisión considera que la presentación de la petición en diciembre de 2009 está dentro de un plazo razonable, y por lo tanto cumple con los requisitos de los artículos 46 de la Convención Americana y 32 del Reglamento de la Comisión.
3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
43. Los peticionarios alegan que la materia de la petición no está pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional. Surinam señala la existencia del requisito de duplicación de procedimientos internacionales y cosa juzgada, pero no explica cómo este requisito ha sido cumplido o no en este caso. Tampoco surge del expediente que la petición reproduzca una petición ya examinada por la CIDH o por otro órgano internacional.
44. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana.
4. Caracterización de los hechos alegados
45. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de las presuntas víctimas.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. El criterio para la apreciación de estos extremos es diferente al requerido para pronunciarse sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana, mas no establecer la existencia de dicha violación
.  En la presente etapa corresponde efectuar un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo. El propio Reglamento de la Comisión Interamericana, al establecer una fase de admisibilidad y otra de fondo, refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizar la Comisión Interamericana a fin de declarar una petición admisible y la requerida para establecer si se ha cometido una violación imputable al Estado
.
46. Asimismo, ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
47. Surinam sostiene que la petición no alega hechos que puedan demostrar violaciones a los derechos humanos citados por los peticionarios. En particular, alega que la Comunidad Maho abandonó voluntariamente sus tierras tradicionales en 1960, cortando los lazos de posesión tradicional que pudieron haber tenido con el territorio más allá de las 65 hectáreas reservadas en 1971. Indica que los peticionarios no definen con precisión el área con la que presuntamente tienen lazos ancestrales. En respuesta, los peticionarios alegan que aunque la Comunidad se ha reubicado, ha mantenido los lazos tradicionales con todo su territorio, y que las violaciones de derechos humanos se produjeron a partir de 1991. Asimismo, los peticionarios alegan que el Estado ha violado los derechos humanos de la Comunidad Maho al no proteger su derecho a sus tierras y territorios ancestrales, así como la falta de protección judicial y reconocimiento jurídico, el derecho a una vida digna, entre otros derechos.
48. De acuerdo a la información y documentos aportados por las partes, la CIDH considera que los hechos alegados sobre la presunta omisión del Estado de tomar medidas para proteger la tierra y territorio de la Comunidad Maho, así como la supuesta colaboración de agentes estatales con terceros que habrían realizado actividades de explotación de recursos en el territorio tradicional Maho, podrían caracterizar violaciones de los derechos consagrados en los artículos 3,  5.1, 13, 21 y 25 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones generales previstas en los artículos 1.1 y 2 de la misma Convención. La cuestión planteada por Surinam sobre si la Comunidad Maho se reubicó en 1960 y cortó los lazos tradicionales con su tierra recae sobe el fondo del caso, y no la admisibilidad de la petición. Por lo tanto, la CIDH considera que la petición sí expone hechos que, en caso de ser probados en el momento procesal oportuno, podrían caracterizar violaciones de los derechos garantizados por la Convención Americana, en cumplimiento con el artículo 47.b de la misma.
49. La Comisión considera que los peticionarios no han presentado elementos básicos que establezcan prima facie sus reclamos por una potencial violación del artículo 4.1 de la Convención Americana. En consecuencia, la CIDH declara que esta alegación es inadmisible, de conformidad con el artículo 47.b de la Convención Americana.
V. CONCLUSIONES
50. Con fundamento en las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, y sin prejuzgar sobre el fondo del caso, la Comisión Interamericana concluye que la petición satisface los requisitos de admisibilidad enunciados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, y en consecuencia,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible la petición en cuanto a las presuntas violaciones de los derechos establecidos en los artículos 3, 5.1, 13, 21 y 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma Convención.
2. La Comisión decide declarar inadmisible la presente petición en cuanto a presuntas violaciones del artículo 4.1 de la Convención Americana.
3. Notificar esta decisión a los peticionarios y al Estado.
4. Proceder a analizar el fondo del caso; y
5. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual a ser presentado ante la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de marzo de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión. 







� ”Vereniging van Inheemse Dorpshoofden in Suriname“ en holandés.


� “Stichting” significa fundación en español, y en el derecho surinamés es una entidad similar a una organización no gubernamental.


� Los peticionarios informan que en 2007 el Comisionado de Saramaka solicitó el permiso del Sr. Cornelis Tonaé para el uso de 3 hectáreas para minería, con la condición de que las actividades mineras también beneficiaran a los integrantes de la Comunidad. Sin embargo, esta condición no se habría cumplido.


� Este documento se encuentra en el anexo F6 de la petición inicial de fecha 16 de diciembre de 2009.


� Las presuntas víctimas comprenden los miembros de la Comunidad Indígena Kaliña de Maho, cuyos miembros pueden ser individualizados e identificados. Al respecto ver: Corte I.D.H Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C Nº 79, párr. 149; CIDH, Informe No. 62/04, Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku y sus miembros (Ecuador), párrafo 47; CIDH, Informe No. 58/09, Pueblo Indígena Kuna de Mandungandi y Emberá de Bayano y sus miembros (Panamá), párrafo 26.


� Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, Sentencia del 28 de noviembre de 2007, Serie C No. 172, párrafo 43.


� La Corte Interamericana ha explicado al respecto que “las disposiciones internas [de Surinam] no proporcionan recursos legales adecuados y eficaces para proteger a los miembros del pueblo Saramaka contra actos que violan su derecho a la propiedad”. Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, Sentencia del 28 de noviembre de 2007, Serie C No. 172, párrafo 185.


� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser del Diario “La Nación” (Costa Rica), 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, pár. 43; Informe No. 32/07, Petición  429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros (Chile), 7 de marzo de 2003, párr. 41; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Petición 429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54; Petición 581-05, Víctor Manuel Ancalaf Laupe (Chile), 2 de mayo de 2007, párr. 46.
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